
MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE
DE LA REPUBLICA CON EL QUE SE
INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE
REGULA EL LOBBY.

_______________________________

SANTIAGO, octubre 3 de 2003

M E N S A J E  Nº 7-350/

Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales
tengo  el  honor  de  someter  a  vuestra
consideración un proyecto de ley que regula el
Lobby.

I. LA GESTION DE INTERESES O LOBBY Y LA TRANSPARENCIA DE LAS
DECISIONES PUBLICAS.

En una sociedad democrática, las decisiones de los órganos
públicos deben ser tomadas con miras al bien común y con pleno
respeto a los derechos de las personas, sin que aquellas estén
ilegítimamente  influidas  o  determinadas  por  intereses
particulares ni menos aún llevadas a cabo en detrimento de los
legítimos derechos e intereses de los ciudadanos.

Sin  embargo,  la  experiencia  nacional  e
internacional señala que en no pocas ocasiones
la toma de decisiones, tanto a nivel adminis-
trativo  como  legislativo,  se  ve  motivada  o
afectada por intereses grupales, sectoriales o
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individuales, los que al amparo del desconoci-
miento del público o de los afectados, consi-
guen decisiones que favorecen sus intereses,
en una forma que, de saberse sus motivaciones
o argumentos, no sería posible, o al menos,
sería menos factible llevarlo a cabo.

Lo anterior ocurre con mayor fuerza en
una economía en la cual existe, por un lado,
una  fuerte  competencia  entre  los  diversos
agentes económicos, y por otra, el Estado tie-
ne importantes facultades reguladoras. En es-
tas condiciones, existe la natural tendencia
de tratar de capturar a las autoridades públi-
cas a fin de que estas expidan decisiones que
favorezcan a un agente en detrimento del trato
igualitario que la autoridad debe otorgar a
todos los interesados.

El empleo de la influencia para obtener
decisiones que favorezcan a unos en detrimento
de otros, se ve facilitado en una sociedad en
la cual que existen notorias y graves dispari-
dades en cuanto a las capacidades y a los me-
dios para acceder e influir en la toma de de-
cisiones públicas. El peso simple de los he-
chos crea este negativo resultado: las dife-
rencias en educación, acceso a la información,
capacidad  organizativa,  recursos  mediáticos,
contactos personales, etc. 

Lo que se denomina “la captura” de la au-
toridad pública por los intereses privados, o
sea la receptividad al interés particular en
detrimento  del  bien  común,  posee  negativas
consecuencias en diversos ordenes de materias.

En  primer  lugar,  dada  la  desigualdad
existente en nuestro país, la influencia no
regulada y poco transparente, puede contribuir
a que las decisiones no se tomen necesariamen-
te en beneficio de los más desposeídos o con
menores recursos; además, se afectan de esta
forma la igualdad en el trato que el Estado
debe otorgar a todos los ciudadanos. 

En segundo lugar, junto con afectar la
igualdad, este tipo de influencias distorsio-
nan y oscurecen la forma en que se deciden los
asuntos  públicos,  haciendo  que,  finalmente,
las decisiones favorezcan en mayor medida el
interés particular en detrimento del bien co-
mún.

En tercer lugar, el abuso de la influen-
cia  posee  consecuencias  negativas  para  una
economía que se basa en la libre competencia,
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pues por el lobby las decisiones no se toman
en  una  forma  que  favorezca  una  competencia
leal, transparente y que premie al que entre-
gue el mejor servicio o producto, sino que a
aquel que fue capaz de ejercer más influencia
en los corredores del poder. 

En cuarto lugar, la poca transparencia y
control de estas prácticas favorecen o dan pie
para actos de corrupción de los funcionarios
públicos, al permitir que se les hagan pre-
puestas o promesas a cambio de tomar decisio-
nes que  favorecen en  forma ilegítima  a una
persona, grupo o sector de la vida nacional.

Por último, pero no por ello menos impor-
tante, en una sociedad integrada a la economía
global y en la cual los valores de transparen-
cia,  probidad  de  las  funciones  públicas  e
igualdad de trato a los agentes económicos,
tienen creciente importancia como explícitos
standards  internacionales,  la  ocurrencia  no
regulada  de  estas  prácticas,  constituye  un
problema que desmejora la imagen internacional
de los países y hace necesaria una legislación
que la aborde.

La existencia de los graves problemas an-
tes enunciados y la ausencia de una normativa,
tanto a nivel legal como reglamentario, que
busque resolverlos, o al menos a reducir su
impacto, es lo que justifica la necesidad de
legislar en esta materia.

II. LA EXPERIENCIA COMPARADA.

Los problemas antes enunciados han lleva-
do a otras naciones a buscar resolverlos por
la vía legislativa. 

En esta materia, el modelo original ha
sido la legislación norteamericana. Así, desde
1946, en los Estados Unidos existe una legis-
lación que regula las actividades de lobby.
Dicha legislación fue reemplazada en 1995 por
la Ley de Revelación de Cabildeos (Lobbying
Disclosure Act of 1995)). 

En el caso americano, la estructura bási-
ca de la ley es definir lo que se entiende
como actividad de lobby, señalar quienes la
ejercen, las actividades que no quedan cubier-
tas por la legislación, el registro en que de-
ben anotarse los agentes de lobby y la exigen-
cia de informar de las actividades, cada cier-
to tiempo, que realizan los lobbystas.
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Por su parte, la importancia de la mate-
ria llevó, en 1992, a la Unión Europea a dic-
tar una Comunicación por la que reguló las re-
laciones entre  los grupos  de presión  y las
instituciones de la Unión. 

En el reino Unido, desde 1998, existe una
instrucción para los ministros de la corona en
sus relaciones con lobbystas. 

En  el  presente,  en  Latinoamérica,  no
existen leyes que regulen esta materia, sin
perjuicio que, actualmente, en el Congreso de
la República Argentina, está en tramitación un
proyecto de ley denominado Ley de Publicidad
de la Gestión de Intereses, que sigue en forma
cercana a la legislación norteamericana.

III. PRINCIPIOS FUNDANTES DE LA PROPUESTA. 

Toda propuesta que busque regular la for-
ma en que se ejerce influencia o la manera en
que se participa en la toma de decisiones pú-
blicas, debe conjugar la existencia de una se-
rie de valores y derechos que dicen relación
con dicho proceso. 

En efecto, por un lado, está el derecho
de todos los ciudadanos, individual u organi-
zadamente, de hacer ver sus puntos de vista
frente a la Administración o al Congreso. Y,
por otra, la necesidad que ese proceso de par-
ticipación y de comunicación ofrezca igualdad
de oportunidades a todos los potenciales afec-
tados y la necesaria información que permita
el control tanto de la actividad administrati-
va como legislativa.

A fin de conjugar estos valores, el pro-
yecto se estructura en torno al principio de
la transparencia de la información respecto de
quienes, en qué forma y por qué motivos se
efectúan los contactos entre los gestores de
intereses y los agentes públicos. De esta for-
ma, no se impiden dichos contactos; ello pare-
ce ciertamente imposible, pues son necesarios
para que la toma de decisiones sea informada
de las circunstancias respecto de quienes van
a ser afectados por ellas. Lo que el proyecto
hace, más bien, es permitir que todos los in-
teresados, y la opinión pública, pueda juzgar
en  forma  informada  sobre  la  imparcialidad,
propiedad  y  conveniencia  de  las  decisiones
evacuadas y de las actuaciones de los funcio-
narios públicos y los legisladores.
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Para tal fin, en sus líneas esenciales,
el proyecto define cuales son las actividades
de gestión de intereses, creando un registro
en el cual los agentes que se dediquen a esta
actividad en forma profesional deban inscri-
birse. Junto con ello, se exige que los con-
tactos entre los gestores de intereses y las
autoridades públicas sean debidamente informa-
dos, tanto respecto a que autoridad fue con-
tactada como al tipo de intereses que son re-
presentados. De esta forma, la opinión publi-
ca, y las mismas autoridades, pueden tener la
necesaria información para vigilar la probidad
y corrección del proceso de toma de decisiones
públicas.

El proyecto que se somete a estudio es
directa consecuencia y fruto de la moción pre-
sentada por los H. Diputados Jorge Burgos, Pa-
tricio  Walker,  Carlos  Montes,  Antonio  Leal,
Eduardo  Saffirio,  Patricio  Hales  y  Carolina
Tohá. Es también necesario señalar los aportes
de la moción del H. Diputado Alejandro Navarro
en esta materia. 

IV. EXPLICACIÓN DEL PROYECTO.

1. Propósito y ámbito del proyecto.

En primer lugar, el proyecto especifica
el ámbito y propósito de la ley. Así se deter-
mina que tiene por objeto regular la actividad
que, ejercida por personas naturales o jurídi-
cas, consista en promover, defender o repre-
sentar los intereses y objetivos legítimos de
personas, entidades u organizaciones privadas
o públicas, tendiente a influir en las deci-
siones que deba el Congreso Nacional y los ór-
ganos de la Administración del Estado.

2. Definiciones principales.

En segundo lugar, se define que es lobby
o gestión de intereses, entendiendo por tal
aquella actividad, remunerada o no, que tenga
por  objeto  promover,  defender  o  representar
cualquier interés legítimo de carácter indivi-
dual, sectorial o institucional, en relación
con cualquier decisión que, en el ejercicio de
sus funciones, deban adoptar los órganos de la
Administración del Estado y el Congreso Nacio-
nal. 

Luego  se  señala  que  se  entiende  como
lobbysta  o  gestor  de  intereses,  definiendo
como tales a la persona natural o jurídica,
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chilena o extranjera, que efectúe actividades
de  promoción,  defensa  o  representación  de
legítimos  intereses  propios  o  de  terceros,
sean  de  carácter  individual,  sectorial  o
institucional.

A  continuación  se  define  lo  que  es
lobbysta  profesional,  entendiendo  por  tal
aquella persona que realiza habitualmente y en
forma  remunerada  acciones  de  gestión  de
interés  definidas  ante  alguna  de  las
autoridades  que  tienen  la  obligación  de
registrar  los  contactos  de  lobby  realizadas
ante  ellas.  Se  entenderá  por  habitual  el
realizar como promedio, dentro de los últimos
seis meses, cinco o más de las acciones de
gestión de intereses que define esta ley.

La definición de profesionalidad aparece
aquí como fundamental, pues lo que se busca es
que  la  legislación  regule  primordialmente  a
quien hace de la gestión de intereses una ac-
tividad económica y no a las personas o grupos
que  efectúan  actividades  de  defensa  de  sus
propios intereses, sin perjuicio de las obli-
gaciones de transparencia que la ley impone en
general.

3. Actividades objeto del lobby. 

En tercer lugar, el proyecto señala que
las actividades de lobby estarán destinadas a
influir en las siguientes actividades:

a) La elaboración, modificación, dero-
gación o rechazo de actos administrativos, re-
soluciones, decretos, proyectos de ley, leyes,
políticas públicas, programas o políticas del
Gobierno y de los órganos de la administración
del Estado.

b) La  elaboración,  tramitación,  apro-
bación, modificación, adopción, derogación o
rechazo de proyectos de ley, acuerdos, comuni-
caciones o declaraciones del Congreso Nacional
o sus miembros, incluidas las comisiones per-
manentes y /o especiales de cada una de sus
cámaras, así como de sus comisiones mixtas. 

4. Actividades excluidas.

Tan importante como el definir las acti-
vidades de gestión de intereses reguladas por
la ley, es excluir aquellas acciones que cons-
tituyen el ejercicio de derechos constitucio-
nales o el cumplimiento de tareas investigati-
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vas que la ley encomienda a diversos órganos y
instituciones públicas. Así, el proyecto seña-
la las actividades que no constituyen lobby.

5. Personas facultadas para efectuar gestión
de intereses y incompatibilidades.

A continuación, el proyecto señala la re-
gla general para el ejercicio del lobby: toda
persona natural o jurídica, chilena o extran-
jera,  debidamente  inscrita  en  los  registros
que establece la ley, podrá ejercer profesio-
nalmente  como  lobbysta,  quedando  sujeta  a
ciertos derechos y obligaciones. 

6. De los registros públicos. 

Enseguida,  el  proyecto  señala  que  se
crearán dos registros públicos de gestores de
intereses. Uno, en la Administración, a cargo
del Ministerio de Justicia, y otro, en cada
cámara del Congreso Nacional, administrado por
la Comisión de Ética de cada una de ellas

En cada registro deben inscribirse, obli-
gatoriamente todas aquellas personas que de-
seen ejercer dicha actividad de manera profe-
sional. El no cumplimiento de este requisito
es considerado por el proyecto como causal su-
ficiente para impedir el ejercicio del lobby.
La información contenida en el Registro es pú-
blica y cualquier persona puede acceder a ella
sin más requisito que el cumplimiento de los
procedimientos fijados al efecto.

Además, se dispone que la inscripción en
cualquiera  de  estos  registros  sólo  habilita
para ejercer actividades de lobby en el ámbito
respectivo.

7. De  las  obligaciones  y  prohibiciones  de
los gestores de intereses.

Respecto a quienes ejercen profesional-
mente funciones de lobby, el proyecto impone
las siguientes obligaciones.

a. Responsabilidad. 

En primer lugar, se impone la obligación
de desempeñar el cargo con la diligencia y el
cuidado que las personas emplean ordinariamen-
te en sus negocios propios.  El lobbysta, en-
tonces, responde de culpa leve en el cumpli-
miento de la gestión encargada. 
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b. Información. 

En  segundo  lugar,  se  impone  a  los
gestores  de  intereses  registrados,  la
obligación  de  informar  trimestralmente,  por
escrito  y  bajo  juramento,  a  la  autoridad
encargada de llevar el Registro las siguientes
materias:

i. Cualquier  cambio  o  modificación
respecto  de  la  información  que  exija  el
Registro,  tales  como,  cambios  de  propiedad,
incorporación  de  nuevos  socios  y  empleados,
aumentos de capital social.

ii. Las  autoridades,  miembros  y
funcionarios  y  organismos  ante  las  cuales
hayan  desarrollado  gestiones  de  intereses
propios o en representación de terceros.

iii. Las  materias  en  las  cuales  hayan
intervenido, los intereses que hayan promovido
y los objetivos de cada una de las gestiones
realizadas.

Junto con lo anterior, el proyecto señala
que  adicionalmente  a  la  información  antes
enumerada,  se  faculta  a  la  autoridad
competente a requerir, en cualquier momento,
informaciones  o  antecedentes  adicionales
relativas a gestiones determinadas. 

Sin  embargo,  se  preceptúa  que  nadie
estará  obligado  a  suministrar  información
confidencial o estratégica, propia o de sus
representados, pero sí a precisar el alcance y
objetivo de las gestiones realizadas.

c. Prohibición  de  financiamiento  a
partidos políticos.

En tercer lugar, el proyecto dispone que
los  lobbystas  profesionales  no  podrán
contribuir  al  financiamiento  de  partidos
políticos ni de campañas electorales.

d. Incompatibilidades. 

En  cuarto  lugar,  el  proyecto  establece
las incompatibilidades para el ejercicio de la
gestión de intereses.  Dos tipos de incompati-
bilidades poseen mayor relevancia. 

La primera, es la que afecta a los fun-
cionarios públicos. Su justificación radica en
impedir, o a lo menos limitar, la captura de
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los actuales funcionarios por las empresas de
lobby por medio de ofertas futuras de empleos
y en limitar el abuso en el uso de la informa-
ción privilegiada que posee los ex funcionaros
respecto a sus anteriores posiciones. 

Por ello, se dispone una incompatibilidad
con el ejercicio del lobby respecto las auto-
ridades, miembros y funcionarios de los órga-
nos de la Administración del Estado y del Con-
greso Nacional, durante el ejercicio de sus
funciones, y hasta dos años después de su ale-
jamiento del cargo, tratándose de materias en
que hubieran tenido competencia. Se agrega que
todo caso, esas personas no podrán ejercer ac-
tividades de lobby, en ningún ámbito, hasta un
año después de abandonar su cargo. Se compren-
den en esta prohibición sus cónyuges y ascen-
dientes y descendientes directos. 

Consistente con los razonamientos ante-
riores, se establece también la incompatibili-
dad para los ex miembros del Poder Judicial,
hasta cinco años después de hacer abandono de
sus funciones.

La segunda categoría de incompatibilida-
des dice relación con la relación entre dinero
y política. A fin de limitar el uso de los
puestos políticos para obtener ganancias mone-
tarias y viceversa, se extiende la incompati-
bilidad  a  las  autoridades  unipersonales  de
partidos políticos, durante el ejercicio de su
cargo y hasta dos años después de hacer deja-
ción del cargo y a quienes contribuyan al fi-
nanciamiento de partidos políticos, incluidas
sus campañas electorales.

e. Prohibición  de  representación  de
intereses opuestos.

Por último, el proyecto señala que estará
prohibido  defender  o  representar,  de  manera
simultánea, intereses opuestos o contradicto-
rios,  aunque  se  efectúe  ante  autoridades  o
instancias distintas.

8. Obligaciones de las autoridades públicas
respecto a los gestores de intereses.

El proyecto, enseguida, impone una serie
de obligaciones genéricas a las autoridades,
miembros y funcionarios de los poderes ejecu-
tivo y legislativo. 
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La primera, impone la obligación de trato
no discriminatorio hacia los lobbystas. 

Luego, se establece el principio general
de que en sus relaciones con lobbystas, las
autoridades y funcionarios deben observar de
manera estricta el principio de la probidad
administrativa.

9. Obligaciones comunes de los gestores de
intereses.

Luego, el proyecto dispone una serie de
obligaciones comunes para los gestores de in-
tereses, las que se pasan a señalar. 

a. Deber de transparencia. 

En primer lugar, preceptúa que todo lobb-
ysta está obligado a exhibir la verdadera na-
turaleza de sus actividades ante la autoridad
y la opinión pública, y le estará prohibido el
uso  de  denominaciones,  símbolos,  logotipos,
títulos o expresiones que induzcan a su ocul-
tamiento,  o  le  otorguen  una  representación,
pertenencia o membresía de la que carece.

b. Deber de información.

En segundo lugar, señala que todo lobbys-
ta, en el primer encuentro que sostenga con
una autoridad, miembro o funcionario de los
poderes ejecutivo y legislativo, está obligado
a informar de los demás encuentros que haya
sostenido  con  otras  autoridades  o  funciona-
rios, relativos al mismo asunto u otro rela-
cionado.

c. Prohibición  de  entrega  de
información.

En tercer lugar, se prohibe a todo lobb-
ysta y sus empleados la venta de los informes,
documentos  o  cualquier  otro  antecedente  que
obtenga de la autoridad, o darle un fin dis-
tinto  del  estrictamente  necesario  para  el
ejercicio de su actividad.

d. Deber  de  entregar  información
fidedigna. 

En cuarto lugar, se dispone que estará
prohibido a lobbystas y sus empleados hacer
entrega a las autoridades, miembros y funcio-
narios de cualquier poder del Estado, de da-
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tos, informaciones o antecedentes falsos o en-
gañosos, debiendo, por el contrario, ser per-
fectamente identificables en cuanto a su ori-
gen o autoría.

e. Prohibición  de  financiar  campañas
electorales.

Se agrega que las personas naturales o
jurídicas que contraten servicios de lobby o
se hagan representar por lobbystas inscritos
en  los  registros,  no  podrán  contribuir  al
financiamiento  de  campañas  electorales  de
aquellos candidatos que fueron objeto pasivo
de acciones de lobby en los últimos tres años
previos a la elección.

10. De los registros de gestores de intereses
en los organismos públicos.

A  fin  de  controlar  la  veracidad  de  la
información  entregada  por  los  gestores  de
intereses respecto a sus actividades frente a
los órganos públicos y a la vez vigilar la
actuación  de  estos  frente  a  aquellos,  el
proyecto  dispone  que  todo  órgano  de  la
Administración  del  Estado  y  el  Poder
Legislativo debe contar con procedimientos de
registro  de  las  reuniones  y  comunicaciones
efectuadas  entre  los  lobbystas  y  las
autoridades que ahí se especifican.

Dichos  procedimientos  tienen  por
finalidad  permitir  el  acceso  público  a  las
gestiones de lobby efectuadas ante cualquier
persona o institución, con indicación, a lo
menos,  de  la  fecha  de  la  reunión  o
comunicación,  de  la  materia,  del  interés
gestionado, la individualización del lobbysta,
de  los  terceros  mandantes,  y  de  las
autoridades,  miembros  o  funcionarios
participantes en la reunión o comunicación.

11. De las Sanciones.

En el título IV, el proyecto establece las
sanciones por infracciones a la ley. Estas son
de  tres  tipos:  sanciones  de  carácter
administrativo  aplicables  a  los  lobbystas
profesionales  registrados;  sanciones  a  los
funcionarios por incumplimiento de las normas
de la ley y, por último, sanciones penales por
ejercicio  ilegal  de  la  actividad  de  lobby
profesional.
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a. Sanciones administrativas.

i. Autoridades responsables. 

El  proyecto  preceptúa  que  la
autoridad encargada del control, fiscalización
y aplicación de sanciones de quienes ejerzan
actividades de lobby, será el Ministerio de
Justicia y la Comisión de Ética de cada rama
del Congreso, según corresponda.

ii. Tipos de sanciones.

La  autoridad  correspondiente  puede
aplicar  algunas  de  las  siguientes  medidas
disciplinarias,  atendida  la  gravedad  de  la
falta:  amonestación  escrita;  suspensión  del
Registro  Público,  hasta  por  tres  años;
eliminación del Registro. Cabe señalar que la
eliminación  en  alguno  de  los  registros,
acarrea  la  eliminación  automática  en  los
demás.

iii. Procedimiento. 

Toda sanción deberá fundarse en un
procedimiento.   Este  se  inicia  con  la
formulación  precisa  de  los  cargos  y  su
notificación al imputado para que presente su
defensa. El plazo conferido para presentar los
descargos no puede ser inferior a quince días.

En  el  procedimiento  se  puede  dar
lugar a las medidas probatorias que solicite el
imputado en sus descargos. La resolución que se
dicte en definitiva, debe pronunciarse sobre
las alegaciones y defensa del imputado y debe
contener la declaración de la sanción impuesta
o la absolución. El pronunciamiento anterior se
debe hacer dentro de los 30 días de evacuada la
última diligencia ordenada en el expediente. 

iv. Recursos. 

De las sanciones que aplique la au-
toridad  correspondiente,  puede  reclamarse,
dentro del plazo de 60 días ante la Corte de
Apelaciones de la jurisdicción donde tenga su
domicilio el lobbysta.

b. Sanciones  aplicables  a  los
funcionarios.

El proyecto, por otra parte, señala que
si  en  la  investigación  de  las  denuncias  o
irregularidades detectadas resulta acreditada
la  participación  de  funcionarios  de  los
poderes ejecutivo y legislativo, que no sean
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parlamentarios,  las  sanciones  a  aplicar  son
las señaladas en el artículo 116 de la ley Nº
18.834.

La  sanción  la  aplica  la  autoridad  que
haya nombrado al funcionario afectado.

c. Sanciones penales.

Asimismo, el proyecto dispone que quién
ejerza en forma profesional la actividad de
lobby  sin  cumplir  con  la  obligación  de
inscribirse en los registros establecidos en
esta ley o, de haber sido eliminado de uno de
aquellos,  continua  desarrollándola,  será
sancionado con la pena de presidio menor en
sus grados mínimo a medio y multa de seis a
veinte unidades tributarias mensuales.

12. Norma transitoria.

En el artículo transitorio, el proyecto
dispone que el reglamento de la ley se debe
dictar dentro de 90 días de publicada la ley.
A su vez, los órganos de la administración y
el Congreso Nacional deben establecer los re-
gistros señalados  en esta  ley dentro  de 60
días de publicado dicho reglamento. 

Las personas, entidades o asociaciones
que deseen realizar la actividad de lobby en
forma profesional, tendrán un plazo de 60 días
para inscribirse en los registros dispuestos
en esta ley, desde el momento en que estos es-
tén establecidos. 

En  consecuencia,  tengo  el  honor  de
someter  a  vuestra  consideración,  para  ser
tratado  en  la  actual  Legislatura,
Extraordinaria,  de  Sesiones  del  Congreso
Nacional, el siguiente

P R O Y E C T O  D E  L E Y:

“TITULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1º.- La presente ley regula la actividad de promoción,
defensa  o  representación  de  intereses  legítimos  de  personas,
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entidades  u  organizaciones  privadas  o  públicas,  ejercida  por
personas naturales o jurídicas, con el objeto de influir en las
decisiones que deban adoptar los órganos de la Administración del
Estado o el Congreso Nacional. 

Para  los  efectos  de  esta  ley  se  entiende  por
órganos de la Administración de Estado a los señalados en el
artículo 1°, inciso segundo, del DFL N° 1/19653 de Ministerio
Secretaria  General  de  la  Presidencia,  del  2001,  incluidas  las
empresas en que el Estado o sus organismos tengan participación.

Artículo 2°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá
por: 

a) Lobby  o  gestión  de  intereses:  aquella
actividad,  remunerada  o  no,  que  tenga  por  objeto  promover,
defender  o  representar  cualquier  interés  legítimo  de  carácter
individual, sectorial o institucional, en relación con cualquier
decisión que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los
órganos de la Administración del Estado y el Congreso Nacional. 

b) Lobbysta  o  gestor  de  intereses:  la  persona
natural o jurídica, chilena o extranjera, que realice actividades
de  promoción,  defensa  o  representación  de  legítimos  intereses
propios o de terceros, sean de carácter individual, sectorial o
institucional.

c) Lobbysta  profesional:  aquella  persona  que
realiza habitualmente y en forma remunerada acciones de gestión
de  interés  ante  alguna  de  las  autoridades  que  tienen  la
obligación de registrar los contactos de lobby realizadas ante
ellas.  Se  entenderá  por  habitual  el  realizar  como  promedio,
dentro de los últimos seis meses, cinco o más de las acciones de
gestión de intereses que define esta ley. 

d) Registro de Lobbystas: registro de carácter
público, en el cual deberán inscribirse todas las personas que
deseen desarrollar actividades de lobby de manera profesional.

e) Sujeto pasivo del lobby: se entiende por tal
a las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos de la
Administración del Estado y del Congreso Nacional, hasta el nivel
que determine el Reglamento.

Artículo 3º.- La actividad de lobby regulada en la presente ley,
podrá  desarrollarse  a  través  de  medios  orales,  escritos  o
electrónicos,  realizadas  por  sí  o  por  terceros,  destinadas  a
influir en las siguientes categorías de decisiones:

a) La  elaboración,  modificación,  derogación  o
rechazo  de  actos  administrativos,  resoluciones,  decretos,
proyectos  de  ley,  leyes,  políticas  públicas,  programas  o
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políticas del Gobierno y de los órganos de la administración del
Estado.

b) La  elaboración,  tramitación,  aprobación,
modificación, adopción, derogación o rechazo de proyectos de ley,
acuerdos, comunicaciones o declaraciones del Congreso Nacional o
sus  miembros,  incluidas  las  comisiones  permanentes  y  /o
especiales de cada una de sus cámaras, así como de sus comisiones
mixtas. 

Artículo 4º.- No  obstante  lo  señalado  en  los  artículos
precedentes, no constituyen actividades de lobby, las siguientes:

a) Toda  expresión  realizada  a  través  de
discursos,  artículos,  publicaciones  o  de  cualquier  otra  forma
destinada  al  público  en  general,  o  difundido  a  través  de
cualquier medio de comunicación;

b) Toda expresión realizada por cualquier medio,
destinada a difundir una información a la ciudadanía;

c) Las manifestaciones realizadas con ocasión de
una reunión o asamblea de carácter público;

d) Toda  declaración  o  comunicación  hecha  por
funcionarios públicos o por parlamentarios en el ejercicio de sus
funciones y en el marco de actuaciones oficiales;

e) Las realizadas en el marco de un proceso o
investigación judicial o administrativa;

f) Las declaraciones efectuadas o las informa-
ciones entregadas a una comisión del Congreso;

g) Toda  petición,  verbal  o  escrita,  realizada
para  conocer  el  estado  de  tramitación  de  un  determinado
procedimiento administrativo;

h) La información entregada por escrito solici-
tada por una autoridad pública para efectos de tomar una decisión
dentro de un procedimiento administrativo;

i) Las  presentaciones  hechas  por  escrito  o  en
audiencia pública dentro de un procedimiento administrativo que
contemple instancias para las presentaciones de los interesados o
del publico en general y en el cual quede un registro publico de
la presentación;

j) Las presentaciones hechas por una persona a
fin de obtener beneficios de carácter social, como los previsio-
nales, de salud, o de empleo, en los siguientes casos:

i) Cuando el beneficiario sea el peticionario o
su cónyuge, o hijos adoptados o parientes hasta el tercer grado
de consanguinidad y segundo de afinidad.
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ii) Cuando en la presentación no se solicite la
adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamen-
tarias.

TÍTULO II

Normas especiales aplicables al lobby

Párrafo 1º

Disposiciones generales.

Artículo 5º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13,
toda  persona  natural  o  jurídica,  chilena  o  extranjera,
debidamente  inscrita  en  los  registros  que  establece  esta  ley,
podrá ejercer profesionalmente como lobbysta, quedando sujeta a
los derechos y obligaciones que emanan de la presente ley.

Párrafo 2º 

De los Registros Públicos

Artículo 6º.- Créase  el  Registro  Público  de  Lobbystas,  en  el
cual deberán inscribirse, de manera obligatoria, todas aquellas
personas  que  deseen  ejercer  dicha  actividad  de  manera
profesional. 

El  no  cumplimiento  del  deber  establecido  en  el
inciso anterior será causal suficiente para impedir el ejercicio
del lobby. 

La  información  contenida  en  el  Registro  será
pública  y  cualquier  persona  podrá  acceder  a  ella  sin  más
requisito o condición que el cumplimiento de los procedimientos
fijados al efecto.

Artículo 7°.- Existirán dos Registros Públicos de lobbystas:

a) Un Registro Público, a cargo del Ministerio
de  Justicia,  en  el  que  deberán  inscribirse  todas  aquellas
personas que desarrollen sus actividades ante cualquier órgano de
la administración a que se refiere el inciso segundo del artículo
1° de la presente ley.

b) Un Registro Público en cada rama del Poder
Legislativo, a cargo de la Comisión de Ética respectiva, en el
que deberán inscribirse quienes desarrollen sus actividades ante
los miembros o funcionarios de ese poder del Estado. 

Artículo 8°.- La inscripción en cualquiera de estos registros
sólo  habilita  para  ejercer  actividades  de  lobby  en  el  ámbito
respectivo.



17

La  inscripción  en  alguno  de  estos  Registros  no
obsta a la inscripción en los otros.

Párrafo 3º

De las obligaciones y prohibiciones aplicables a los lobbystas
profesionales.

Artículo 9º.- Todo  aquel  que  desarrolle  profesionalmente
actividades de lobby estará sujeto a las siguientes obligaciones:

a) Desempeñar el cargo con la diligencia y el
cuidado que las personas emplean ordinariamente en sus negocios
propios,  respondiendo  de  culpa  leve  en  el  cumplimiento  de  la
gestión encargada.

b) Informar trimestralmente, por escrito o por
medios electrónicos, y bajo juramento a la autoridad encargada de
llevar  el  Registro,  sobre  cualquier  cambio  o  modificación
respecto de la información que exija el Registro, tales como,
cambios de propiedad, incorporación de nuevos socios y empleados,
aumentos de capital social. 

Dentro  del  mismo  plazo  y  forma  deberán  también
informar  sobre  las  autoridades,  miembros  y  funcionarios  y
organismos  ante  las  cuales  hayan  desarrollado  gestiones  de
intereses propios o en representación de terceros, las materias
en  las  cuales  hayan  intervenido,  los  intereses  que  hayan
promovido  y  los  objetivos  de  cada  una  de  las  gestiones
realizadas.

Artículo 10º.- No obstante las obligaciones establecidas en el
artículo  anterior,  la  autoridad  competente  podrá  requerir,  en
cualquier  momento,  informaciones  o  antecedentes  adicionales
relativas a gestiones determinadas. 

Ningún  lobbysta  estará  obligado  a  suministrar
información  confidencial  o  estratégica,  propia  o  de  sus
representados. Con todo, estará obligado a precisar el alcance y
objetivo de las gestiones realizadas.

Artículo 11°.- Los lobbystas profesionales no podrán contribuir
al  financiamiento  de  partidos  políticos  ni  de  campañas
electorales

Artículo 12º.- Las relaciones contractuales entre el lobbysta y
sus clientes se regirán por las normas del derecho privado. Les
serán  especialmente  aplicables  a  dichas  relaciones  las
disposiciones del Título XXIX, del Libro IV, del Código Civil, y
las del Título VI del Libro II del Código de Comercio, en todo lo
que no sea modificado por esta ley.
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Artículo 13°.- No  podrán  ejercer  la  actividad  de  lobbystas
profesionales:

a) Las autoridades, miembros y funcionarios de
los  órganos  de  la  Administración  del  Estado  y  del  Congreso
Nacional, durante el ejercicio de sus funciones, y hasta dos años
después de su alejamiento del cargo, tratándose de materias en
que hubieran tenido competencia. 

En  todo  caso,  las  personas  señaladas  no
podrán ejercer actividades de lobby, en ningún ámbito, hasta un
año después de abandonar su cargo.

Se comprenden en la prohibición establecida
en  el  inciso  anterior,  sus  cónyuges  y  ascendientes  y
descendientes directos. 

b) Quienes  se  encuentren  inhabilitados  para
ejercer cargos u oficios públicos por sentencia ejecutoriada;

c) Los fallidos;

d) Los condenados por crimen o simple delito que
merezca pena aflictiva;

e) Aquellos a quienes se les haya cancelado, en
cualquier  tiempo,  su  inscripción  en  el  Registro  Público  de
lobbystas;

f) Los  ex  miembros  del  Poder  Judicial,  hasta
cinco años después de hacer abandono de las mismas;

g) Las  autoridades  unipersonales  de  partidos
políticos, durante el ejercicio de su cargo y hasta dos años
después de hacer dejación del cargo, y

h) Quienes  contribuyan  al  financiamiento  de
partidos políticos, incluidas sus campañas electorales.

Artículo 14°.- Los lobbystas profesionales no podrán defender o
representar,  de  manera  simultánea,  intereses  opuestos  o
contradictorios,  aunque  se  haga  ante  autoridades  o  instancias
distintas.
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TITULO III

Normas comunes a la actividad de Lobby

Párrafo 1° 

Derechos y obligaciones.

Artículo 15º.- Las autoridades, miembros y funcionarios de los
poderes ejecutivo y legislativo estarán obligados a brindar un
trato similar a los lobbystas, y no podrán incurrir en prácticas
discriminatorias de ninguna naturaleza.

Artículo 16°.- En sus relaciones con lobbystas, las autoridades y
funcionarios deberán observar de manera estricta el principio de
probidad administrativa.

Artículo 17°.- Todo  lobbysta  estará  obligado  a  exhibir  la
verdadera naturaleza de sus actividades ante la autoridad y le
estará prohibido el uso de denominaciones, símbolos, logotipos,
títulos  o  expresiones  que  induzcan  a  su  ocultamiento,  o  le
otorguen una representación, pertenencia o membrecía de la que
carece.

Artículo 18°.- Todo lobbysta, en el primer encuentro que sostenga
con una autoridad, miembro o funcionario de los poderes ejecutivo
y legislativo, estará obligado a informar de los demás encuentros
que  haya  sostenido  con  otras  autoridades  o  funcionarios,
relativos al mismo asunto u otro relacionado.

Artículo 19º.- Estará prohibido a todo lobbysta y a sus empleados
la venta de los informes, documentos o cualquier otro antecedente
que  obtenga  de  la  autoridad,  o  darle  un  fin  distinto  del
estrictamente necesario para el ejercicio de su actividad.

Artículo 20°.- Estará prohibido a lobbystas y sus empleados hacer
entrega a las autoridades, miembros y funcionarios de cualquier
poder del Estado, datos, informaciones o antecedentes falsos o
engañosos.  Asimismo,  estos  datos,  informaciones  o  antecedentes
deberán ser perfectamente identificables en cuanto a su origen o
autoría.

Artículo 21°.- Las personas naturales o jurídicas que contraten
servicios de lobby o se hagan representar por lobbystas inscritos
en  los  registros  no  podrán  contribuir  al  financiamiento  de
campañas  electorales  de  aquellos  candidatos  que  fueron  objeto
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pasivo de acciones de lobby en los últimos tres años previos a la
elección.

Párrafo 2º

Del registro de las gestiones en las instituciones públicas

Artículo 22°.- Sin perjuicio de la información contenida en los
Registros Públicos de Lobbystas, todo órgano de la Administración
del  Estado  y  el  Congreso  Nacional  deberá  contar  con
procedimientos  de  registro  de  las  reuniones  y  comunicaciones
efectuadas  entre  los  lobbystas  y  las  siguientes  autoridades  y
funcionarios:

a) En la Administración Central: el Presidente
de la República; los Ministros y Subsecretarios; los Jefes de
Servicios; los Embajadores; los Jefes de División o Departamento
de un ministerio o servicio público; los Consejeros del Consejo
de Defensa del Estado.

b) En la administración regional, provincial y
comunal: los Intendentes; los Gobernadores provinciales; los Se-
cretarios  regionales  ministeriales;  los  Consejeros  regionales;
los Alcaldes; los Concejales municipales.

c) En la Contraloría General de la República: el
Contralor General; el Sub contralor; los Jefes de División y el
Fiscal.

d) En el Banco Central: el Presidente del Banco;
el Vicepresidente; los Consejeros; el Gerente General; el Fiscal.

e) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad
Pública:  los  Oficiales  Generales  y  Superiores  y  los  niveles
jerárquicos equivalentes en las Fuerzas de Orden y Seguridad.

f) En las empresas publicas creadas por ley o en
las cuales el Estado o sus organismos tengan participación: el
Presidente del Directorio; los Miembros del directorio, y el Ge-
rente General.

g) En  el  Congreso  Nacional:  los  Diputados  y
Senadores; los Secretarios de Comisión.

Los procedimientos indicados en el inciso anterior
serán fijados por el reglamento y tendrán por finalidad permitir
el  acceso  público  a  las  gestiones  de  lobby  efectuadas  ante
cualquier persona o institución, con indicación, a lo menos, de
la fecha de la reunión o comunicación, de la materia, del interés
gestionado, la individualización del lobbysta, de los terceros
mandantes,  y  de  las  autoridades,  miembros  o  funcionarios
participantes en la reunión o comunicación.
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TÍTULO IV

De las sanciones

Párrafo 1º

De las sanciones administrativas y procedimiento para su aplica-
ción

Artículo 23°.- La autoridad encargada del control y fiscalización
de quienes ejerzan actividades de lobby, será el Ministerio de
Justicia y la Comisión de Etica de cada rama del Congreso, según
corresponda.

El  incumplimiento  de  cualesquiera  de  las
disposiciones  de  la  presente  ley,  será  sancionado  por  la
autoridad señalada en el inciso anterior, según corresponda, sin
perjuicio de las facultades jurisdiccionales de los Tribunales de
Justicia y del Ministerio Público.

Artículo 24°.- Toda sanción deberá fundarse en un procedimiento,
que se iniciará con la formulación precisa de los cargos y su
notificación al imputado para que presente su defensa. El plazo
conferido para presentar los descargos no podrá ser inferior a
quince días.

Se podrá dar lugar a las medidas probatorias que
solicite  el  imputado  en  sus  descargos.  El  rechazo  deberá  ser
fundado.  La  resolución  que  se  dicte  en  definitiva  deberá
pronunciarse  sobre  las  alegaciones  y  defensa  del  imputado  y
contendrá la declaración de la sanción impuesta o la absolución.
El pronunciamiento anterior se hará dentro de los 30 días de
evacuada la última diligencia ordenada en el expediente. 

Artículo 25°.- La autoridad correspondiente podrá aplicar algunas
de las siguientes medidas disciplinarias, atendida la gravedad de
la falta:

a) Amonestación escrita;

b) Suspensión  del  Registro  Público,  hasta  por
tres años;

c) Eliminación del Registro. La eliminación en
alguno de los registros, acarrea la eliminación automática en los
demás.

Artículo 26°.- La respectiva autoridad, de oficio o a petición de
cualquier persona, iniciará la investigación de las denuncias o
irregularidades detectadas.
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Artículo 27°.- De  las  sanciones  que  aplique  la  autoridad
correspondiente,  podrá  reclamarse  dentro  del  plazo  de  60  días
ante la Corte de Apelaciones de la jurisdicción donde tenga su
domicilio el lobbysta. Del reclamo deberá darse traslado a la
autoridad que aplicó la sanción, la que tendrá un plazo de 15
días  para  aportar  los  antecedentes  del  caso  y  fundamentar  su
decisión.  Evacuado  el  traslado  o  declarada  la  rebeldía,  se
dictará sentencia dentro del plazo de 30 días.

Párrafo 2º

De las sanciones aplicables a los funcionarios

Artículo 28°.- Si  en  la  investigación  de  las  denuncias  o
irregularidades detectadas resultare acreditada la participación
de funcionarios de los poderes ejecutivo y legislativo, que no
sean parlamentarios, las sanciones a aplicar serán las señaladas
en el artículo 116 de la ley Nº 18.834.

Corresponderá aplicar la sanción a la autoridad
que haya nombrado al funcionario afectado.

Artículo 29°.- Si durante el curso de la investigación, el fiscal
conoce de acciones u omisiones que puedan ser constitutivos de
delitos, estará obligado a hacer la denuncia respectiva a los
tribunales de justicia. 

Párrafo 3°

De las sanciones por ejercicio ilegal de la actividad de lobby.

Artículo 30º.- El que ejerciere en forma profesional la actividad
de lobby sin cumplir con la obligación de inscribirse en los
registros establecidos en esta ley o, de haber sido eliminado de
uno de aquellos, continuare desarrollándola, será sancionado con
la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de
seis a veinte unidades tributarias mensuales.

Artículos transitorios

Artículo 1º transitorio.-  El financiamiento del mayor gasto que
irrogue esta ley durante el año 2003, se hará con cargo al Presu-
puesto de las reparticiones correspondientes, de la Ley de Presu-
puestos para dicha anualidad.

Artículo 2º transitorio.- Mediante  decreto  supremo,  emanado
del  Ministerio  de  Justicia,  se  fijará  el  reglamento  de  la
presente ley. En dicho reglamento se establecerán los requisitos,
exigencias e informaciones que deberán acompañar los interesados
al momento de su inscripción en los registros públicos. 
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Este  reglamento  deberá  dictarse  dentro
del plazo de 90 días de publicada la ley. A su vez, los órganos
de la administración y el Congreso Nacional deberán establecer
los registros señalados en esta ley dentro de 60 días de publica-
do dicho reglamento. 



24

Las  personas,  entidades  o  asociaciones
que deseen realizar la actividad de lobby en forma profesional,
tendrán un plazo de 60 días para inscribirse en los registros
dispuestos en esta ley, desde el momento en que estos estén esta-
blecidos.”. 

Dios guarde a V.E.,

JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS
Vicepresidente de la República

RODRIGO EGAÑA BARAONA
Ministro

Secretario General de la Presidencia (S)

LUIS BATES HIDALGO
Ministro de Justicia

NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN
Ministro de Hacienda
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